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REPÚBLICA DE PANAMÁ

óncr¡¡o JUDTctAL

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA TERCERA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y LABORAL

Panamá, veinticinco (25) de julio de dos mil veintitrés (2023).

VISTOS:

El Licenciado Augusto Alfredo Berrocal Berocal, actuando en representación de

ALEXIS AGUILAR MORA, ha interpuesto ante la Sala Tercera de la Corte Suprema,

Demanda Contencioso Adm¡nistrativa de Plena Jurisdicción con el fin de que se declare

nula por ilegal, la Resolución Administrativa DM No.0567 DE 26 DE NOVIEMBRE DE

20'19, emitida por el Ministerio de Ambiente, el acto confirmatorio y para que se hagan

otras declaraciones.

La presente demanda fue admitida, por medio de la Resolución de 01 de octubre de

2020 (f.31), se le envtó copia de la misma al Ministro de Ambiente, para que r¡ndiera su

informe expl¡cat¡vo de conducta, y se le corrió traslado de la misma al Procurador de la

Administración, para que emitiese sus descargos.

I. LA PRETENSIÓNYSU FUNDAMENTO

En el libelo de demanda, el apoderado judicial de la parte actora, el Licdo. Augusto

Alfredo Berrocal Berrocal ha indicado que el demandante inició a laborar en la entidad hace

más de cuatro (4) años, como personal permanente y que se le destituye el l0 de enero de

2020, a través de la Resoluc¡ón Administrat¡va DM No. 0567 de 26 de noviembre de 2019'

del cargo de Agrónomo l.

Al momento de la dest¡tución, el demandante tenía más de cuatro (4) años cont¡nuos

e ¡ninterrump¡dos de prestar servicios en la entidad demandada.

Que el acto originario impugnado, destituye al demandante por ser según la

interpretación de La Autoridad Nominadora, una discrecionalidad establecida por la ley en

favor de la m¡sma, situación contraria a la realidad juríd¡ca de nuestro Estado.
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La destitución contemplada en el acto adm¡nistrativo impugnado no es de carácter

disciplinaria. En pocas palabras, el acto adm¡n¡strat¡vo atacado no centra su decisión en

una falta contemplada dentro de la Ley 9/1994 y el Reglamento lnterno del M¡n¡ster¡o de

Ambiente y se ha ignorado que el demandante se encuentra amparado por la Ley de las

Ciencias Agrícolas como Agrónomo l, por lo que goza de estabilidad laboral.

Se viola el derecho de defensa y se incumple con el pr¡ncip¡o de motivación de todo

acto admin¡strativo, ya que no se señalan las ¡mputaciones que se le achacan al

demandante, deb¡do a que no se indican cuáles son las funciones inherentes al cargo, que

no ha cumplido a cabalidad, ni se precisa cuando ocurrió el citado Incumplimiento, saber el

motivo de e.jecutar una acción de dest¡tuc¡ón sin las pruebas pertinentes y cuándo

supuestamente ocurrió.

Tampoco la autoridad nominadora inició ningún proceso Administrativo Disciplinario,

ni inició alguna investigación disciplinaria o de cualquier índole, para sancionar a la

demandante por causas o motivos establecidos en la ley y el reglamento interno, de manera

previa a la destitución. Lo anterior tampoco le perm¡t¡ó hacer sus descargos y menos aún

que ejercite los medios de defensa que le otorga la ley. A la demandante, iamás se le

informó o corrió traslado de algún proceso preliminar, quien tenía cont¡nuidad por más de

cuatro (4) años en la institución-

Al no iniciar y concluir Proceso Administrativo disciplinario o de ¡nvestigación

disciplinaria, tendiente a demostrar las lmputac¡ones que se le pud¡eran haber indilgado al

demandante, era esencial que el acto admin¡strativo cumpliera a cabalidad con el principio

de mot¡vación de todo acto administrativo, o sea, que se le indique las faltas ¡ncurr¡das y las

fechas en que se cometieron las m¡smas. Realizar una destituc¡ón sin haber iniciado y

conclu¡do un proceso disciplinario o investigación disciplinaria en su contra, ni haberle

permitido ejercer el derecho defensa, viola el debido proceso, por lo que el acto deviene en

abusivo e ¡legal.

Las ¡mputac¡ones realizadas al demandante en el acto administrativo impugnado, a

través del cual se le dest¡tuye, son un mero argumento sin fundamento, para justificar la

conclusión de la relación jurídica que unía al exfuncionario con la autor¡dad nominadora El

no haber aperturado una investigación disciplinaria y haberse sustentado la destitución del

demandante en base a una discrecionalidad de la AUTORIDAD NOMINADORA, es una

s¡tuac¡ón jurídicamente superada, en cuanto a que existen reglamentos internos y no puede

ser que se ut¡lice la ley de manera equ¡vocada, cuando la const¡tuc¡ón establece los

EI acto administrat¡vo demandado no cumple con princ¡p¡os tales como el Derecho

de Defensa, el pr¡ncipio de motivación de los actos administrativos, además de violarse

disposiciones legales y reglamentarias, toda vez que no se establece de forma exhaustiva

y precisa, las circunstancias por las cuales el acc¡onante ha incumplido a cabalidad sus

as¡gnac¡ones.
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parámetros marco que las leyes deben basarse y no utilizando un glosario como argumento

para desped¡r, habiendo un reglamento interno en cada lnstitución que significa que son

leyes especializadas.

El acto administrat¡vo atacado, viola el debido proceso y derechos subjetivos del

demandante, ya que no se cumplió con lo establecido en los reglamentos internos así como

tampoco con la ley I de 1994 sobre carrera administrat¡va y la Ley 22 de 1961 sobre las

C¡encias Agropecuarias se observe la participación de algún proceso disciplinario en contra

del demandante de forma que pud¡era controvert¡r imputaciones así como presentar

pruebas.

El demandante se encuentra amparado por la Ley No. 59 y sus modificaciones al

ser un paciente con problemas de hipertensión arterial y diabetes, condición que es de

conocimiento por la entidad.

Se interpone recurso de recons¡derac¡ón en forma oportuna, sin embargo se

confirma la medida en todas sus partes, y se hace la debida notificación. En consecuencia

debe declararse la ¡legalidad de los actos y por ende ordenar el reintegro del demandante

a razón de la estabilidad laboral con que éste cuenta por ser tener la profesión de Agrónomo

I tal cual lo indica la Ley 22 de 1961 y el pago de sus salarios dejados de percibir.

con relación al pago de los salarios caídos, los m¡smos son totalmente procedentes

de conformidad con la Ley 23t2017 que establece los pagos a los salarios caidos a los

trabaiadores permanentes, no solo a los de carrera adm¡nistrativa, situación que viola lo

dispuesto en la convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969 y el Protocolo

Adicional a la Convención sobre los Derechos Humanos o Protocolo de San Salvador, que

establecen que el trabajo es un derecho humano.

II. NORMAS QUE SE ESTIMAN V¡OLADAS Y CONCEPTO DE LA VIOLACIóN

A criterio de la parte demandante, se ha v¡olado:

A. El artículo 161 de la Ley No. 9i1994, que dispone taxativamente lo siguiente:

''Attícuto16l.Siemprequeocurranhechosquepuedanproducirladest¡tuc¡Ón
diecta del servidor pÚblico. Se le formularán cargo por escito' La Of¡cina

iist¡tuc¡onat de Recuisos Humanos realizará una ¡nvest¡gac¡ón sumaria que no

diiráie ,as de treinta (30) días háb¡tes, en ta que se le dará at seNidor púbt¡co la

ipioiinioad de aefensa y se te perm¡tirá estar acompañado por un asesor de l¡bre

elección."

lndicaelapoderadojudicialdelaparteactora'quesehavioladolanormadeforma

directa por omisión, ya que la autoridad nominadora debió de haber realizado una

investigac¡ón sumaria para comprobar la razón por la cual se le destituia. Además debÍa de

permitÍrselealservidorpúblicodefenderse,presentarSusdescargos,pruebaS,ySerasistida

por un asesor de su libre elección.
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En el presente caso no hizo ninguna investigación sumar¡a, siendo necesario

efectuar un proceso disciplinario y poner en Conocimiento al acc¡onante del prOceso en su

contra, para que pudiera defenderse de los supuestos cargos que se le pudieran haber

achacado de conformidad con la ley.

Era obl¡gac¡ón de la autoridad nominadora, abrir un proceso disciplinario y poner en

conocimiento al demandante del mismo, para que pudiera defenderse dentro del proceso

investigativo, de los supuestos cargos que se le ind¡caban- Así las cosas, en el presente

caso, la autoridad nominadora no realizó ninguna invest¡gación, ni le dio oportunidad al

accionante de poderse defender de los falsos señalamientos que se le hacían.

B. Se ha violado lo dispuesto en el artículo 162 del Texto Unico de la Ley de

Carrera Administrat¡va que dispone lo s¡guiente:

"Atiiculo 162: Conctuida la investigac¡Ón, la Of¡c¡na lnst¡tuc¡onal de Recursos

Humanos y el super¡or ierárquico presentaran un informe a la Autor¡dad

Nom¡nadora en el que expresarán sus recomendac¡ones."

lndica el apoderado judicial de la parte actora, que la norma transcr¡ta ha sido

violada de forma directa por om¡Sión, ya que nunca se dio la investigación previa a la ¡njusta

destitución de la parte accionante. Así las cosas, se debió de haber realizado por la Oficina

lnstitucional de Recursos Humanos, la correspondiente investigación en donde el afectado

pudiera ejercer su legítimo derecho de defensa. Finalizado el informe, debían de pasarse

las correspondientes recomendaciones al superior jerárqu¡co, pero en el presente caso no

se hizo ninguna investigación y menos aún se concluyó, con lo que se viola el debido

proceso, además de no haberse cumplido con lo establecido en la Ley'

Al no exist¡r un informe preliminar, no concurre ninguna falta, por lo cual no existe

ninguna investigación o un proceso disciplinario. Así las cosas, para que la entidad pudiera

desvincular al demandante, la m¡smo debía de haber incurrido en alguna causal de

destitución previamente y comprobada a través de un proceso disciplinario, donde se le

hubiera garantizado su legítimo derecho de defensa y además haberse cumplido con el

debido proceso.

c. La resolución impugnada ha violado lo dispuesto en el artículo 127 del Texto

único de la Ley g/1gg4 (sobre la carrera admin¡strativa) que establece lo

s¡guiente:

" A¡lículo 126: Et servidor público quedará retiado de la admin¡straciÓn por los

slguiertes casos:

l.Renunc¡a escrita det sevidor pÚblico, deb¡damente aceptada'

z.Reducción de fueÍza.

3.Destitución.

 .tnvat¡dez o jubilación de conform¡dad con la Ley."
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La nofma ha sido violada directamente por comisión por la emisión del acto

administrativo impugnado, ya que sólo se podía destituir a la parte actora s¡ se hubiera

comprobado la existencia de causa que just¡ficara d¡cha medida, o sea, que se le

comprobara previamente al demandante, que había cometido alguna violación a sus

deberes como funcionario o inherentes a las funciones que desempeñaba.

En el presente caso, al demandante no se le adelantó ningún proceso disciplinario

previo a su destituc¡ón, además de que el mismo tenía cuatro (4) años de estabilidad en la

entidad, lo cual la obligaba a ¡niciar un proceso disciplinario y garantizarle todas las med¡das

procesales y cumplir con el debido proceso, paralelo a demostrarle previamente las faltas

disciplinarias en que había incurrido.

D. Con el acto administrativo impugnado se ha violado Io contemplado en el artículo

153 del Texto Único de la Ley 9/1994 de la Carrera Adm¡nistrativa, que dispone

lo siguiente:

"Afticulo 153. La persecuciÓn de tas fattas admin¡strat¡vas prescr¡be a /os sesenfa

(60) dtas de eitrar et superior ierárqu¡co inmed¡ato del seN¡dor públ¡co en
'co,Áocim¡ento 

de ta comisión de loi actos señalados como causales de dest¡tuciÓn

directa y tre¡nta (30) dias después en el caso de otras conductas' Las sanciones

deben áer e¡ecuiadas, a más tardar tres 13) meses después del fallo f¡nal que las

¡mpone o conf¡rma."

La norma transcrita ha sido violada de forma directa por omisión, ya que el acto

administrativo impugnado no le imputa ninguna causal para despedir al demandante y

menos hacerlo en cualquier momento que lo considere, s¡no que debe respetar el término

de perención para destituir o persegu¡r las faltas.

Así las cosas, la entidad nom¡nadora estaba en el deber de establecer la fecha en

la que supuestamente ocurrieron los hechos que presuntamente se pudieron imputar al

demandante, para verificar s¡ estaba dentro de los sesenta (60) días para poder ser

perseguidos. Dicho término se computa desde que el superior Jerárquico adquiere el

conocimiento de que se ha cometido la falta de que se trate

sin embargo, la autoridad nom¡nadora no inició un procedlm¡ento adm¡nistrativo

disciplinario para dilucidar lo relativo a las imputaciones que se le pudieran achacar de

conformidad con la LeY.

En consecuencia, no se tiene conocimiento si al momento en que se dio la

destitución del demandante por parte de la autoridad nominadora, se había caducado el

derecho para destitu¡r a la parte acc¡onante, claro está eso es en el supuesto que ¡a misma

cumpliera con lo que establece la ley y no como lo hizo que es simplemente por s¡tuaciones

polít¡cas.
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E. De igual manera, considera el apoderado judicial de la parte acc¡onanle, que el

acto administrativo impugnado viola el artículo 34 de la Ley 38/2000, que señala

lo siguiente:

"Att¡culo 34. Las actuac¡ones adm¡n¡strat¡vas en todas las ent¡dades públicas se
efectuarán con aneglo a normas de ¡nformal¡dad, ¡mparc¡al¡dad, un¡form¡dad,
economía, celeridad y af¡cacia, garant¡zando la real¡zac¡ón opoftuna de la función
adm¡n¡stratíva, sin menoscabo del deb¡do proceso legal, con obietiv¡dad y con
apego al pr¡nc¡p¡o de estr¡cta legalidad. Los M¡nistros y las Ministras de Estado,
los Directores y las D¡rectoras de ent¡dades descentral¡zadas, Gobernadores y
Gobernadoras, Alcaldes y Alcaldesas y demás Jefes y Jefas de Despacho
velarán, respecto de las dependencias que diijan, por el cumpl¡m¡ento de esfa
d¡spos¡c¡ón.

Las actuac¡ones de los serv¡dores públicos deberán estar pres¡d¡das por los
pinc¡p¡os de leattad al Estado, honest¡dad y efic¡enc¡a, y estarán obl¡gados a
ded¡car el máx¡mo de sus capac¡dades a la labor as¡gnada."

El acto ¡mpugnado ha v¡olado la presente disposición de forma d¡recta por omisión,

ya que la entidad nominadora estaba obligada a que el proceso de destitución cumpllera

con el debido proceso, ya que a la accionante se le estaban afectando derechos subjet¡vos,

y más aún, si la desvinculación no se celebró sin ningún proceso disciplinario a través del

cual se le garanlizara a la parte actora, su legÍtimo derecho de defensa. Tampoco se le

respetó la cant¡dad de años de laborar en la ent¡dad, ten¡endo de esta manera una

antigüedad mayor de cuatro (4) años; sin embargo, no se invocó una causal justif¡cada para

el consecuente despido.

ArtÍcuto 155. Serán motivados, con sucinta referencia a los hechos y fundamentos
de derecho, los sigu¡enúes aclos:

1.Los que afecten derechos subietivos

2.Los que rasuelvan recursos;

3.Los que se separen del criterio seguido en actuac¡ones precedentes de idéntica
naturaleza o del d¡ctamen de organisños consultivos; y

4.Cuando así se d¡sponga expresamente por la ley.

La norma transcrita ha sido violada de manera d¡recta por om¡s¡ón, ya que el acto

administrativo atacado no señala las razones o motivos que tuvo la entidad, para dar por

terminada la relación jurídica que vinculaba al demandante con la administración pública.

La resolución atacada afecta claros derechos subietivos del demandante, como lo

son el empleo, rec¡bir una remuneración, y en el presente caso se pretende aplicar una

sanción como lo es la destitución, sin informar cuáles son las razones de hecho y de

derecho adoptadas para tomar la decisión antes ind¡cada.

b

F. Se ha violado lo consagrado en el artículo'155, numeral 1 de la Ley 38/2000,

que d¡spone lo siguiente:



G. El acto administrativo impugnado ha violado lo consagrado en el artículo 172 del

Decreto Ejecutiv o No. 222 del 12 de septiembre de I 997 (por medio del cual se

reglamenta la Ley 9/1994), que dispone lo siguiente:

"Artícuto 172: La apl¡cac¡ón de una sanción d¡sc¡pl¡naria deberá ser el resultado
final de un procedim¡ento adm¡n¡strativo donde se hayan ¡nvestigados los f,echos. "

La norma transcrita ha sido violada de forma directa por omisión, ya que la entidad

nom¡nadora jamás realizó un proced¡m¡ento d¡sc¡plinario previo a la destitución. La norma

no distingue qué tipos de sanciones deben estar precedidas de la apertura de un proceso

disc¡plinario.

Así las cosas, el proceso disciplinario debe incoarse de manera previa a cualquiera

de las sanciones tipificadas en la Ley y en el Reglamento lnterno de la ent¡dad demandada.

Y con mayor razón, en el presente caso deb¡ó de haberse abierto un proceso disc¡pl¡narjo

para aplicarse una sanción de destituc¡ón.

H. Se ha violado lo dispuesto en et artículo 182 del Decreto Ejecutivo No. 222 del

12 de septiembre de 1997 (que reglamenta la Ley 9/1994), que dispone lo

siguiente:

"Nttculo 182. No se apl¡carán sanc¡ones disciplinarias e/, /os casos en que la
actuac¡ón det sey¡dor Públ¡co se haya enmarcado en el cumplim¡ento de los

deberes y en et eierc¡c¡o de los derechos que hayan sido reconocidos en la Ley,

en el presente Decreto y demás reglamentac¡ones."

La norma citada ha sido violada de forma directa por omisión, ya que la demandante

siempre realizó los deberes inherentes al cargo que desempeñaba, y cumplia con lo

dispuesto en la Ley. Al no existir un proceso dlsciplinario en contra de la demandante, la

entidad pública prejuzga su actuar, y no le permite presentar medios de defensa. La

demandante es una funcionaria con conocimientos técn¡cos y eS muy calificado, e inclusive

la entidad nominadora Ie ha invertido en su capacitac¡ón y ello no parece importarle.

l. se ha violado lo consagrado en el artículo 88 del Reglamento lnterno de Trabajo

del Ministerio de Ambiente, que dispone:

"Attlculo 88. DE LA DEST|TUC|ÓN. La dest¡tuc¡Ón se apl¡cará como medida

disc¡plinar¡a at seNidor público por la reincidencia en el ¡ncumpl¡m¡ento de deberes

y por la violación de derechos y proh¡b¡ciones, al igual que por las conductas que

áámiten destitución diecta de'acuerdo al añlculo 152 de la Ley I de 20 de iunio
de 1994"

Señalaelapoderadojudicialdelaparteactora,quesehavioladolapresente

disposic¡ón por comisión, ya que no era viable la aplicac¡ón de la sanc¡ón de destitución por

parte de la autoridad nominadora por el incumplimiento por parte del funcionario de sus

deberes o por haber incurrido en una causal que amerite esta sanción,

J. Se ha vulnerado el literal "d" del artículo 98 del Reglamento lnterno del Ministerio

de Ambiente, que estatuye:

?q
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"A¡1ículo 98: DE LAS SANC/ONES D/SC/PLINAR/AS Las sanciones que se
apl¡carán por la com¡s¡ón de una falta administrat¡va son /as stgulenfes;

"d". Dest¡tuc¡ón: del Cargo, cons¡ste en la desvinculac¡ón permanente del seruidor
p()bl¡co que apl¡ca la Autoridad Nominadora por la com¡s¡ón de una de las causales
establecidas en el rég¡men disciplinario o por la reincidencia en faltas
adm¡n¡strat¡vas."

La norma se ha violado de forma d¡recta por om¡s¡ón, ya que el demandante no

comet¡ó n¡nguna falta ni reincidencia, Io cual se evidencia en el expediente de personal que

reposa en la ¡nstitución.

K. Se ha violado el numeral 6 del artículo 02 (sic) del Reglamento Interno del

M¡nister¡o de Ambiente, que reza así:

"Attícuto 102. DE LA TIPIFICAC\ÓN DE LAS FALIAS. Para determ¡nar las
conductas que constituyen faltas adm¡n¡strativas se aplicarán los criterios del
cuadro s¡guiente para or¡entar la calit¡cación de la gravedad de las faltas asi como
las sanciones que le corresponda.

FALTA DE MAXIMA GRAVEDAD

NATURALEZA DE LA FALTA PRIMERA VEZ

Dest¡tuc¡ón

( ..)

6.- Alterar, retardar o negar iniustificadamente el trámite de asuntos, o la
prestación dol servicio que le corresponde, de acuerdo a las funciones de su

cargo."

La norma transcrita ha sido violada de manera directa por comisión, ya que el

demandante no ha incurrido en la causal de destitución invocada por la entidad pública. El

acto adm¡nistrativo deviene en abusivo e ilegal, ya que se apl¡ca la dest¡tución, sin que se

hub¡ese demostrado en un proceso disc¡plinario que el acc¡onante haya incunido en causal

de destitución. Al no haber incoado un proceso disciplinario en contra del demandante de

forma previa a su dest¡tución, el destitu¡do no ¡ncurre en causal de desvinculación.

El acto adm¡nlstrativo no señala de manera diáfana y clara, cuales son las razones

de hecho que tuvo la autoridad nominadora para term¡nar la relac¡ón con el demandante,

ut¡l¡zando la discrecionalidad que puede emplear luego de haberse instruido un proceso

disciplinario.

El concepto de destitución únicamente se aplica en el supuesto en que el funcionario

público de que se trate, haya incurrido en alguna de las causales en el régimen discipl¡nario

o por reincidencia de alguna falta admin¡strativa. Lo anter¡or conlleva que la ent¡dad

demandada quedaba obligada a iniciar y conclu¡r de manera previa, una ¡nvestigac¡ón o

proceso disciplinario que garantlzara al demandante su derecho de defensa. Sin embargo,

lo anter¡or no fue observado por la autoridad nominadora.
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L. El acto impugnado ha violado el artículo 103 del Reglamento lnterno de Trabajo

del Ministerio de Amb¡ente, que establece:

,,Añ\CUIO 103: DE LA INVESTIGACIÓN QUE PRECEDE A LA APLICACIÓN DE
SAA/C/OA/ES D/SC/PLINAR/AS. La apl¡cac¡ón de las sanciones d¡sc¡pl¡narias
deberá estar precedida por una ¡nvest¡gac¡ón real¡zada por la Of¡c¡na lnst¡tuc¡onal
de Recursos Humanos, dest¡nada a esclarecer los hechos que se le atr¡buyen al
serv¡dor públ¡co, en la cual se perm¡ta a éste eiercer su derecho a defensa.

PARAGRAFa: Copias de los documentos da la ¡nvest¡gaciÓn realizada y los
documentos mediante se establezca /as sanc¡ones d¡sc¡plinar¡as, se arch¡varán,
en el expediente del servidor."

La norma se ha v¡olado de forma directa por om¡sión, ya que la entidad no h¡zo

n¡nguna investigación disciplinaria previa a la ejecución de la destitución, ni mucho menos

le perm¡t¡ó al demandante defenderse-

La med¡da de destitución se diferencia de cualquier otra sanción ya que prev¡a a su

aplicación debe haberse sometido al funcionario a un proceso disciplinario, y solo puede

aplicarse por haber incurrido la funcionaria en algún t¡po de falta.

" A¡lículo 104: DEL PROCESO DE tNVESTIGACIÓN. La ¡nvest¡gaciÓn sumaria de

/os hechos que conlleven a la apt¡cac¡ón de sanc¡ones discipl¡nar¡as al serv¡dor
públ¡co, deberá practicarse con la mayor celer¡dad do manera que se cumplan los
'plazos 

estabtoóidos para ta presentac¡Ón del ¡nforme En esfe caso de faltas
'administntivas 

que conlleven la apl¡cac¡Ón de sanc¡Ón de amonestac¡Ón escr¡ta o

suspensiones, el ¡nforme se rem¡tirá al supeior ierárqu¡co que solic¡ta la
imposición de sanciones. En cas¡ de faltas adm¡nistrat¡vas que conlleven a la
apt¡cación de sanc¡Ón de destituciÓn la Ofic¡na lnstitucional de Recursos

Humanos."

La disposición citada ha sido violada de forma directa por omis¡ón y com¡sión. La

entidad nominadora, ha violado lo drspuesto en el reglamento de ella misma, al no realizar

una investigac¡ón discipl¡naria prev¡a a la dest¡tución, ni mucho menos garantizó el derecho

de defensa.

oue la destitución se fundamentó en un informe prelim¡nar elaborado ún¡camente por

el supuesto superior ,ierárquico de la demandante. EI informe tal como lo exige la norma,

debe librarse de manera conjunta, tanto por el super¡or jerárquico como el Director de la

Oficina lnstitucional de Recursos Humanos, y debe contener las recomendaciones de

ambos funcionarios, situación que no ocurrió.

N. Se ha violado lo consagrado dentro del artículo 105 del Reglamento lnterno de

Trabajo del Ministerio de Amb¡ente, que establece:

"At|ícuto 105: DEL INFORME SOBRE LA INVESTIGACIÓN. Rendido el informe

s¡ se encuentra que los hechos eslán demostrados y se ha cumplido con el
proced¡m¡ento establec¡do se procederá a apl¡car la sanc¡Ón "

M. Se ha violado el artículo 104 del Reglamento lnterno de Trabajo del Ministerio

de Amb¡ente que establece:
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La norma transcr¡ta ha s¡do violada de forma directa por omisión, ya que no se realizó

una investigación que demostrara los hechos de la destitución del demandante. La

disposición en estudio señala que en la ¡nvestigación d¡sciplinaria que se adelante, debe

de cumplirse fielmente con el proced¡m¡ento. A lo cual era necesario que se corriera

traslado al demandante de los cargos que se le imputaban y pudiera efectuar sus

descargos.

La parte actora tenía derecho a que se le permitiera ejercer su derecho de defensa,

presentar pruebas y part¡cipar en el procedimiento de invest¡gación Sin embargo, al no

cumpl¡rse con el proced¡m¡ento, no se le podía aplicar la sanción de destitución. Tampoco

se llevó a cabo el correspondiente informe por parte del superior jerárquico de la

demandante junto con el Director de la Of¡c¡na lnstitucional de Recursos Humanos.

Ñ. La resolución impugnada ha violado el artículo 10 de la Ley 22 del 30 de enero

de 1961 , que establece:

o. La resolución impugnada ha violado lo dispuesto en el artículo I de la Ley 59 de

28 de diciembre 2005, que establece:

"A¡liculo 1: Todo trabaiador, nacional o extraniero a qu¡en se le detecte

enfermedades crón¡cas, ¡nvolut¡vas y/o degenerat¡vas que produzcan

d¡scapac¡dad taboral, tienen derecho a mantener su puesto de trabaio en igual de

cond¡c¡ones a las que tenía antes del d¡agnÓst¡co méd¡co."

La norma ha sido violada de forma directa por omisión, ya que la parte acc¡onante

tenía derecho a mantenerse en el cargo que venia desempeñando, ya que al momento de

Su destituc¡ón padecía y continúa teniendo una enfermedad crónica como es la Diabetes y

la Hipertensión Arterial.

Diabetes e Hipertensión Arter¡al están clasificadas como padecimientos crónicos que

produce incapac¡dad laboral; lo cual debió de haber sido considerado por la entidad

nominadora al momento de emitirse el acto demandado. Dicha dolencia era conocida por

la autoridad nominadora, de conform¡dad como Se establece en el acto confirmatorio, s¡n

embargo, es desconocida por supuestamente no contar con Ia certif¡cación expedida por la

Comisión interdisciplinaria del artículo 5 de la Ley 59/2005, lo cual no era dable exigírsele

al demandante, conforme al criter¡o señalado por la sala, ya que dicha comisión no ha sido

creada, por lo que no es ¡mputable al demandante dicha omisión'

"Los profes¡onales dóneos al servicio del Estado sÓlo podrán ser dest¡tu¡dos por

razones de ¡ncompetenc¡a fís¡ca, moral o técnica. En casa caso pañ¡cular el

CoNSEJO TECNTCO NACTONAL DE AGRICULTURA, decidirá y sol¡citará lo

conducente al Órgano Eiecut¡vo s¡ se hub¡ere cometido infracciÓn al presente

añiculo de ésta ley.."

La norma ha sido v¡olada de forma directa por om¡s¡ón, ya que el demandante se

encuentra bajo el amparo de lo que ¡ndica la norma que está en vigencia. La Ley es clara

al establecer una estabil¡dad al trabajador idóneo de las ciencias agrícolas
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P. El acto impugnado ha violado el articulo 2 de la Ley 59/2005, que establece lo

siguiente:

"Atticulo 2: El padecimiento de enfermedades crónicas, involutivas y/o
degenerat¡vas que produzcan discapacidad laboral parc¡al; no podrá ser ¡nvocado
como una causal de desp¡do por las ¡nst¡tuc¡ones públicas ni por los empleadores
pañ¡culares, s¡ el trabajador cumple los requis¡tos para mantenerse laborando en
un cargo que sea compat¡ble con su jerarquía, fuerza, aptitudes, preparac¡ón.
destreza y con su nueva cond¡c¡ón.

Parágrafo: Para los efectos de esta ley, las enfermedades crónicas, ¡nvolutivas y
degen7rat¡vas se entenderán así: 1. Enfermedades crón¡cas son las que una vez
diagnosticadas su tratam¡ento, se va más allá, de los t/'es 13) meses, es so/o
pal¡at¡vo y no curat¡vo, lo que lleva ¡mplíc¡ta la cron¡cidad, entre ellas, diabetes,
les¡onas tumorales malignas (cáncer), h¡peftens¡ón aúer¡al y síndrome de
¡ n m u nodef¡cie ncía adq uirida. "

Se ha violado la norma de forma directa por comis¡ón, ya que el acto impugnado

desconoce la enfermedad crónica que tiene la parte accionante. Las enfermedades

crónicas son aquellas que se le d¡agnost¡ca tratamiento por más de tres (3) meses y los

mismos son paliativos pero jamás van a curar la afección de manera definitiva.

Q. Las resoluciones impugnadas han violado lo establecido en el artículo 4 de la

Ley 59/2005, que establece lo siguiente:

"Aftículo 4: Los trabajadores afectados por las enfermedades descrltas en esfa
Ley, solo podrán ser desped¡dos o desfltuldos de sus puestos de trabaio por causa
justif¡cada y prev¡a autor¡zac¡ón jud¡c¡al de los iuzgados secclona/es de trabaio o,

tratándose de funcionar¡os adscritos a la Carrera Adm¡n¡strat¡va, ¡nvocando para
ello alguna causa justa prev¡sta en la Ley, de acuerdo con los proced¡m¡entos

correspondientes.

Aquellos servidores públ¡cos que no se encuentren baio la protecciÓn de la

Carrera Adm¡n¡strat¡va, solicitaÉn su re¡ntegro a través de la vía ord¡nar¡a. Los
seN¡dores públ¡cos ¡ncorporados a los regimenes especiales harán su sol¡c¡tud de
conformidad con la legislac¡ón espec¡al vigente."

La norma transcr¡ta ha sido violada de forma directa por omisión, toda vez que el

demandante es una persona enferma crónica, que padece de Diabetes e Hipertensión

arterial lo cual era conocido por la autoridad nominadora.

1

No existía excusa para que la entidad desconociera la disposición en estudio. Dicha

norma junto con el artículo 1 de la Ley 59/2005, le otorgaba el derecho al demandante

permanecer en el cargo, al padecer de una enfermedad crónica como lo es la Diabetes e

Hipertensión arterial.

La única manera de haberla destitu¡do, era que el demandante hubiera incurrido en

una conducta, motivos o razones que dieran lugar a la destitución porjusta causa. No podía

la entidad nominadora, destituir a la parte accionante invocando la supuesta facultad

discrecional, ya que el mismo gozaba del fuero de enfermedad otorgado por la Ley al

padecer una enfermedad crónica al momento de su destitución y a la fecha también.
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La disposición antes señalada, de forma enfática y categór¡ca le prohíbe aplicar la

supuesta facultad discrec¡onal a la ent¡dad demandada, para ponerle término a la relación

jurídica que la unía con la parte accionante. Unicamente es posible term¡nar la relac¡ón de

traba.jo, si se tenía una iusta causa para concluir la misma; sin embargo, la demandante

gozaba de fuero por enfermedad.

R. El acto impugnado ha violado lo establecido en el artículo 4-A a la Ley 59/2005'

que dice:

"Todo trabajador nac¡onal o extraniero, que sea re¡ntegrado por la autoridad
nominadora, por un tribunal admin¡strativo o por los tr¡bunales de iusticia, por estar
amparados por la presente ley tendrá derecho a que se le paguen los salar¡os
dejados de perc¡b¡r desde el día de suspensó, de su cargo, de su desp¡do o
dest¡tuc¡ón hasta el momento que se haga efect¡vo su reintegro y deberá ocupar
el m¡smo cargo, salvo que acepte otro análogo en ierarquía' funciones y
remunerac¡ón."

La norma se ha comenzado a violar por comisión, por ignorancia de las autoridades.

En razón de la condición de saiud del demandante debe respetarse y reconocérsele todos

los derechos.

III. INFORME DE CONDUCTA DEL FUNCIONARIO DEMANDADO:

A través de la nota DM-1208 de 09 de octubre de 2O20, que contiene el informe de

conducta del M¡nistro de Ambrente, en el cual expone su actuación y consideraciones del

caso y se distinguen Ios siguientes elementos:

El nombramiento del demandante en el Ministerio de Ambiente se da en virtud de la

facultad discrecional que la ley concede y le otorga como autor¡dad nom¡nadora y

no fue mediante ningún concurso de mérito y opos¡c¡ón, por consiguiente al remover

del cargo a dicho funcionario lo hace en virtud de una facultad que contiene la misma

ley para ello.

La remoción del funcionario se da porque a juicio de la entidad admin¡strat¡va el

mismo ostenta una posición de libre nombramiento y remoción, puesto que en su

expediente no consta que haya ingresado al serv¡c¡o por concurso, por ende la

decisión Ia hace de conformidad a los artículos 300 y 305 de la constitución Política

de la República de Panamá.

A pesar de que el demandante pertenezca al Consejo Técnico de las Ciencias

Agrícolas, el mismo no goza de un nombramiento por carrera, con base a sistema

de mér¡tos.

Por medio de la Resolución Administrativa DM 0567, de 26 de noviembre de 2019'

se removió al señor ALEXIS AGUILAR, del cargo de Agrónomo I en la Dirección Regional

de Panamá Este. El afectado presentó recurso de reconsideración en tiempo oportuno que

fue decidido med¡ante la Resolución DM No. 0151-2020 de 30 de junio de 2020 confirmando

el acto administrat¡vo bajo los siguientes argumentos:
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Sobre la condición de salud que el actor alega padecer, dentro del expediente

administrativo no se encontraba acreditada al momento de ser desvinculado y el

único documento aportado, fue al momento de ser desvinculado y fue exped¡do por

un médico general, incumpliendo con los requisitos señalados en el artículo 5 de la

Ley 59 de 2005.

En consecuenc¡a, de todos los razonamientos antes expuestos la autor¡dad

nominadora, en su informe rendido a la Sala, que el Señor ALEXIS AGUILAR no ostenta

estabil¡dad en el cargo por ser un servidor de l¡bre nombram¡ento y remoción, al no haber

accedido al cargo med¡ante concurso de mér¡to ni proceso especial de ingreso, sino por

decisión discrecional de la autoridad.

IV. OPINIÓN DE LA PROCURADURíA DE LA ADMINISTRACION:

Por su parte, la Procuraduria de la Administración en el presente caso ha indicado

de acuerdo a la Vista Número 1372, de 02 de diciembre de 2020, lo s¡guiente.

El SeñorAlexis Aguilar, no acreditó que estuviera amparado en el sistema de carrera

administrativa o algún régimen especial o fuero que le garantizara la estabilidad laboral,

razón por la cual la autoridad admin¡strat¡va deja sin efecto su nombramiento con sustento

al articulo 7, numeral I de la Ley 8 de 25 de marzo de 2015, por medio de la cual se crea

el Ministerio de Ambiente, en concordancia con el artículo 2 del Texto Único de la Ley 9 de

1994.

Para desvincular al exservidor público no era necesario invocar ninguna causal así

como tampoco que concurrieran hechos o el cumplimiento de algún proceso disciplinario,

por ende la remoción del funcionario está en la facultad discrec¡onal de la autoridad

nominadora.

Por otro lado al referirse el fuero laboral que concede la Ley No. 59 de 2005, por

medio de la cual se adoptan normas de protección laboral para las personas con

enfermedades crónicas y otras; se adv¡erte que el actor no aportó ningún documento

médico que cumpla con los requisitos establecidos en dicha Ley de forma tal que

reconociera la protecc¡ón laboral y tampoco se determ¡nó que esos padecimientos que

alega sufrir le ocasionen discapacidad laboral.

Finalmente en lo relac¡onado al pago de salarios caídos, se considera no v¡able

puesto que para que el derecho sea reconocido es necesario que se encuentre inst¡tuido

claramente en alguna disposición legal, como un requisito ind¡spensable para acceder a

ello.

Así las cosas, por las anter¡ores consideraciones solic¡ta la Procuraduría de la

Administración que no se declare ilegal, la Resoluc¡ón Administrat¡va DM 0567, de 26 de
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noviembre de 2019, emitida por el M¡nistro de Ambiente, ni su acto confirmatorio, por lo que

deben de desestimarse las pretensiones del recurrente.

V. CONSIDERACIONES DE LA SALA:

Le compete a esta Sala Tercera entrar a examinar los cargos de infracción

inherentes a las normas que se estiman vulneradas por la parte actora dentro de la presente

Demanda Contenciosa-Administrat¡va de Plena Jurisdicción, a f¡n de determinar si las

razones adoptadas por la entidad demandada con la expedición del acto adm¡nistrativo

impugnado se ajustan o no a derecho.

Previo al anális¡s de los cargos de ilegalidad efectuados por la parte actora, es

pert¡nente indicar que a través de la presente demanda Contenc¡osa-Administrativa, se

sol¡c¡ta lo siguiente;

A.- Que se declare Nula, por ilegal, la Resolución DM No. 0567 de
26 de nov¡embre de 2019, dictada por el Min¡stro de Ambiente,
Milciades Concepción, por medio dela cual se destituye al señor
ALEXIS AGUILAR MORA, varón, panameño, mayor de edad,
portador de la cédula de identidad personal No. 2-129-730 del cargo
como Agrónomo l, posición 90206, con sueldo mensual de

setecientos dieciséis balboas con 00/100 (B/.716.00).

B.- Que se declare Nula, por ilegal, el acto confirmatorio, la

Resolución DM No. 0151-2020 de 30 de junio de 2020, que confirma
en todas sus partes la Resolución DM No. 0567 de 26 de noviembre
de 2019, descr¡ta anteriormente.

C.- Que se ordene al MINISTERIO DE AMBIENTE, Reintegrar al

señor ALEXIS AGUILAR MORA, a las labores habituales que

desempeñaba en esa entldad, o al cargo o posición que

desempeñaba en la misma, como lngeniero Forestal l.

E.- Que se ordene al MINISTERIO DE AMBIENTE, a pagarle al señor
Alexis Aguilar Mora, los salarios que corren desde la fecha de su

ilegal destitución y hasta que se haga efectivo su re¡ntegro

Al adentrarnos en el examen y análisis de la presente causa, éste Tribunal observa

que, a través de la Resolución Admln¡strat¡va 0567, de 27 de noviembre de 2019, se

procede a dejar sin efecto el nombram¡ento del señor ALEXIS AGUILAR MORA, del cargo

que ocupaba como Agrónomo l, posición 90206 dentro del M¡nisterio de Ambiente,

fundamentado sobre la base que el mismo ingresó de forma discrecional en la ent¡dad, s¡

cumplir con los procedimientos establecidos por la Ley 9/1994, que regula o establece la

carrera Administrativa, incumpliendo las normas de Reclutam¡ento y selección, y sin

ingreSar mediante un Concurso de méritos. Su remoción se da con baSe a facultades legales

que ostenta el Min¡stro de Amb¡ente conten¡das en el numeral 8, artículo 7 de Ia Ley No. 8

de 25 de mazo de 2015.
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La referida resolución se le notificó al SeñorALEX|S AGUILAR MORA el día l0 de

enero de 2020, y contra dicha decisión se presentó formal recurso de reconsideración, el

cual fue resuelto a través de la Resolución Admin¡strativa DM No. 0'l51-2020 de 30 de junio

de 2020; y por medio de la cual se confirmó en todas sus partes la resolución reconsiderada,

siendo notificada ésta el 29 de julio de 2020.

El apoderado de la parte actora, encuentra que el Aclo acusado de ilegal, ¡nfringe

una serie de artículos contenidos en la Ley 9 de 1994, Ley 38 de 2000, ley 22 de 1961 y

Ley 59 de 2005.

Al revisar la Sala Tercera las documentaciones y constancias que obran dentro del

expediente judicial y adm¡n¡strat¡vo, se puede percatar que si bien el ex-servidor público

ALEXIS AGUILAR MORA, cuando inicia labores en el Ministerio de Ambiente no lo hizo por

concurso de méritos y oposición, para ocupar el cargo; como lo establece la Ley I de 1994

y sus mod¡f¡cac¡ones; el mismo adquiere un fuero laboral por causa del otorgamiento del

certificado de idoneidad expedido por el Consejo Técnico Nacional de Agricultura.

Se hace necesario advertir que el fuero laboral que concede derecho a la estab¡lidad

en el cargo, se encuentra conten¡do en el artículo 10 de la ley 22 de 30 de enero de 1961,

por la cual se dictan disposiciones relativas a la prestac¡ón de Servicios Profesionales en

Ciencias Agrícolas. La norma bajo examen es del tenor s¡guiente:

"ArtÍculo '10. Los profesionales idóneos al servic¡o del Estado sólo podrán ser
dest¡tuidos por razones de incompetencia fÍsica, moral o técnica. En cada
caso en particular, el Consejo Técn¡co Nac¡onal de Agricultura hará las
¡nvestigaciones necesar¡as para establecer la veracidad de los cargos,
oyendo a las partes. El Consejo Técnico Nacional de Agr¡cultura dec¡dirá y

solicitará lo conducente al Órgano Ejecutivo s¡ se hubiere cometido infracciÓn
al presente artfculo de esta Ley.

En adición, se aprecia el Resuelto No- 8,473-16 de 03 de agosto de 2016, por medio

del cual el Consejo Técn¡co Nac¡onal de Agricultura concede certificado de idoneidad al

señor Alexis Aguilar Mora para que preste los servicios profesionales en Ciencias Agrícolas.

(Cfr. Foias l4-15 apartado ad¡estramiento del expediente admin¡strativo).

También se evidencia como pieza procesal dentro del exped¡ente adm¡nistrativo

remitido por la autoridad nominadora, en este caso M¡nisterio de Ambiente, que al

demandante se le aplicaron ¡nstrumentos de evaluación del desempeño para profesionales

de las ciencias agrícolas. (Cfr. Fo.ias l -4 apartado evaluación del desempeño del

exped¡ente administrativo)

De las constancias procesales, se observa que el señor ALEXIS AGUILAR MORA

inició labores en el Ministerio de Ambiente, desde el 02 de octubre de 20"15, en el cargo de

Promotor Comunal con funciones de Guardaparque (Foja 4, apartado nombram¡ento del

expediente administrativo); poster¡ormente modificado med¡ante acta de toma de posesión

de escalafón, de fecha de 2 de .julio de 2019 con el cargo de Agrónomo l. (Cfr. Foias 4 y 1 8

apartado nombramiento del expediente administrativo).
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Así las cosas, cabe destacar que la entidad nominadora fundamenta su actuación

en la facultad discrecional, específicamente en el numeral 8 del artículo 7 de la ley I de 25

de marzo de 201 5, que d¡spone:

Atficulo 7. El m¡nistro de Amb¡ente tendrá las func¡ones sigu¡entes

Nombrar, trasladar, ascendar, suspender, conceder l¡cenc¡a,
remover el personal subalterno e imponerles /as sanc¡ones del caso,
de acuerdo con las faltas comprobadas.

Lo anter¡or const¡tuye un medio para la finalización de la relación laboral de los

servidores públicos del Ministerio de Ambiente, no obstante, en el caso que nos ocupa del

señor ALEXIS AGUILAR MORA, goza de un fuero que le otorga estabilidad laboral, por lo

que no podía ser removido del mismo, sin una causa de dest¡tuc¡ón ya sea, de las

contempladas en la ley de ciencias agrícolas, en base a la incompetenc¡a fís¡ca, moral o

técnica para estos servidores públicos o de una causa establecida en el Reglamento lnterno

de la institución o de una norma de apl¡cac¡ón general para los que br¡ndan servicios en el

Estado panameño, previo a su comprobación dentro de un procedimiento disciplinario;

situación que no ocurre en este caso, por lo cual se evidencia la violación al debido proceso.

Por las razones expuestas, se encuentra probado el cargo de violación alegado por

la parte actora del artículo 10 de la ley 22 de 30 de enero de '1 961 , que establece el derecho

a la estabilidad del que gozan los profesionales de las ciencias agrícolas idóneos que

prestan sus servicios en favor del Estado, toda vez que la destituc¡ón de su cargo debió ser

motivada en base a una causal de destitución ,tal como ¡ndica expresamente la ley lo que

no se observa en el presente caso.

En atención a lo anterior, lo procedente es declarar que es ilegal la Resolución

Administrativa DM No. 0567 de 26 de noviembre de 2019, razón por la cual, esta Sala a su

vez, por economía procesal, y en virtud de estar probada la ilegalidad de la medida aplicada

al señor ALEXIS AGUILAR MORA, no requ¡ere pronunciarse sobre los demás cargos de

violación alegados por el demandante.

1.

2.

3.

4.

5.

6.

7
L

Lo anterior implica, que el señor Alexis Aguilar Mora, se encuentra debidamente

acreditado para la prestación de servicios en las ciencias agrícolas, en el cargo de

Agrónomo I dentro del M¡n¡sterio de Ambiente, por consiguiente, el mismo contaba con el

derecho a la estabilidad en el cargo en atención a su desempeño.

Finalmente, con respecto a la sol¡c¡tud del pago de los salarios dejados de percibir

por el Señor ALEXIS AGUILAR MORA, esta Corporación de Justicia no puede acceder a
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lo pedido puesto que la Sala Tercera de la Corte ha reiterado en diversas ocasiones que

en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 302 de la Constitución Política de la República

de Panamá, los derechos de los servidores públicos para que puedan ser reconocidos,

deben ser contemplados en una ley formal, que los ftje, determine y regule.

En consecuenc¡a, el pago de los salarios caídos para que pueda hacerse valer, debe

ser reconocido a través de leyes con carácter general o específico, que otorguen al servidor

público tal prerrogativa, por lo que la viab¡lidad de toda pretensión que en relación a este

punto intente hacerse efect¡va contra el Estado, sólo prosperará en el caso que exista una

norma con rango de la ley formal aplicable de manera directa al caso, que lo haya dispuesto

de manera expresa.

En cuanto al tema de los salarios caídos la sentencia de 19 de noviembre de 2004

señala lo siguiente:

"...Por últ¡mo, y en relación a los salar¡os deJados de percib¡r por el señor De
León, esta Sala estima que, lamentablemente, los m¡smos no pueden ser
retribuidos en v¡rtud de que para que esto sea v¡able, debe ser dictaminado
expresamente por la Ley. En este sentido, el Reglamento de la Carrera sí
contempla el pago de salar¡os caidos dentro de un proceso discipl¡nar¡o, pelo
el caso en estud¡o no aplica a dicho supuesto, por lo que la petición debe ser
denegada. AsÍ se señaló en sentencia de 27 de agosto de 20041

"Acerca de la pretens¡ón conten¡da en el libelo de demanda sobre el pago de
salarios cafdos, la Sala no puede acceder a la misma, toda vez que ha sido
el cr¡terio constante de que sin un basamento juridico con lerarquÍa de Ley,
no es posible reconocer un derecho a favor de un servidor del Estado, ya que
los derechos y obl¡gac¡ones de éstos de conformidad con el artfculo 297 de
la Constituc¡ón, serán determinados en la Ley, y en la Ley 20 de 1983 no
existe disposic¡ón alguna que hab¡lite el pago del sueldo dejado de percibir
durante el término en que ha permanecido removido de su puesto, por
destituc¡ón, el respectivo servidor público, por ende, como fue dicho, no es
viable resolver favorablemente esta pet¡ción."

En virtud de lo anterior, la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia,
admin¡strando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
DECLARA OUE SON ILEGALES la Resolución No. 2-07-34-2002 del 15 de
enero de 2002 y su acto confirmator¡o, dictada por el Rector de la Un¡versidad
Tecnológica de Panamá, ORDENA el re¡ntegro del señor Gustabino De LeÓn

al cargo de CONTADOR lll SUPERVISOR en la Extens¡ón de Tocumen,
Departamento de Contab¡l¡dad de la Universidad Tecnológica de Panamá,
con igual salario al devengado hasta el día de su separac¡ón y NIEGA las
demás pretensiones esgrimidas por el Lcdo. Figueroa."

Del examen íntegro de todas las c¡rcunstancias y elementos que rodean el negocio,

la Sala Tercera debe señalar, en ejercic¡o de sus facultades legales, que en este caso en

particular se circunscribe a determinar el alcance correcto de un acto de la administración

con el f¡n prior¡tario de proteger de manera preventiva al principio de legalidad en los actos

administrativos, que al no ex¡stir norma legal alguna que permita el pago de los salarios

dejados de percibir a funcionarios del Ministerio de ambiente destituidos y luego

reintegrados a sus cargos, dicha instituc¡ón no está obligada al pago de los salarios caídos

en esas circunstancias y en part¡cular en el caso del acto adm¡n¡strat¡vo cuyo sentido y

alcance se ha solic¡tado.



Como hemos podido observar en el presente caso no se cuenta con una ley que

autor¡ce este tipo de s¡tuaciones, raz6n por la cual este Tribunal Colegiado no puede

acceder al pago de los salarios caídos que solicita la accionante.

En atención de las consideraciones expuestas, lo procedente es declarar la nulidad

del acto demandado, y acceder a la pretens¡ón de re¡ntegro del Señor ALEXIS AGUILAR

MORA, no obstante la pretensión de los salarios dejados de perc¡bir no resu¡ta procedente,

VI. PARTE RESOLUTIVA:

Por consigu¡ente, la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, administrando

justicia, en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA que es ¡legal, la

Resolución DM No. 0567 de 26 de noviembre de 2019, dictadas por el Ministro de Ambiente,

Milciades Concepción, así como el acto conf¡rmatorio y ORDENA el reintegro del ALEXIS

AGUILAR MORA, con cédula de identidad personal No. 2-129-730, en el cargo que

desempeñaba en el momento en que se hizo efectiva su destitución o a otro cargo de igual

jerarquía y salario de acuerdo a la estructura de la institución; y NIEGA las demás

pretensiones esgrimidas por el demandante.

Notifíquese;
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